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EFICACIA GENERAL DE LAS NORMAS.

. modificación de ley y persona ya no sujeta

       La legislación positiva vincula con carácter general a todas las personas dentro de los ámbitos que para el derecho internacional privado marca el propio código civil.
       Vamos sin embargo a ocuparnos del interesante problema que se plantea cuando se modifica una ley aplicable a una persona que ya no esta sujeta globalmente a la legislación modificada.

       Es por ejemplo el caso del extranjero sujeto a un r‚gimen económico matrimonial peculiar, que posteriormente adquiere una nueva nacionalidad tras lo cual se modifica legalmente en su país de origen el r‚gimen económico que ha seguido manteniendo su eficacia pese al cambio de nacionalidad.

       Tomas Gimenez Duart (La organización económica del matrimonio tras la reforma de 13 de Mayo de 1981) dice que;

"En derecho internacional es muy discutible que la modificación de una Ley alcance a quienes ya no son súbditos, modificación que quizás se deba a motivos políticos (caso por ejemplo de las reformas en los años 40 y 50 en los países socialistas) que precisamente determinaron la perdida de la nacionalidad. La doctrina esta dividida, pero parece mas probable la tesis de quienes piensan que la modificación de la antigua ley no alcanza a quienes ya no son súbditos pues, precisamente por no serlo, no tienen porque acatar la norma que para ellos es ya ley extranjera.".

Y prosigue;


"En cambio en derecho interregional la situación es distinta por la sencilla razón de que siempre  se es súbdito del mismo estado, lo que obliga, en la medida en que personalmente afecten a cada uno, a acatar todas las leyes emanadas del mismo.".
LA IGNORANCIA DE LA LEY Y EL ERROR DE DERECHO.

. Art. 6 p 1.

    Por supuesto que la obligatoriedad de las normas jurídicas no fuerza a conocer todas las que integran el ordenamiento jurídico, pero tampoco puede dejarse libremente en manos de su particulares su eficacia. De ah¡ que el Art. 6 p 1 disponga que:


"La ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento.".

    Precepto que si bien se halla plenamente justificado no deja de ser cada día de mas difícil cumplimiento había cuenta de la inabarcabilidad del ordenamiento jurídico, tanto por su desmesurada extensión como en ocasiones su innecesario tecnicismo. Ello provoca que en numerosas ocasiones las leyes, por vetustas, por desfase con la realidad o simplemente por ignorancia respecto a su vigencia o posible derogación, queden en la practica "congeladas", sin aplicación sino a casos muy concretos y especiales. Diez Picazo en su colección de artículos (Derecho y masificación social. Tecnología y Derecho Privado) manifiesta:


"Le he oído a alguien con cierta gracia hablar de las "leyes-desván" . como en las casas antiguas muchos de los tratos viejos se colocaban en un desván, muchas de nuestras leyes y de nuestros reglamentos están también en un desván. Frente a una concreta necesidad, alguno se acuerda de que en el desván había algunos cacharros útiles. Algún funcionario recuerda alguna vez que para un caso puede haber en el desván alguna disposición útil. Es evidente que con ello ha quedado mermado el principio de igualdad. Esta "ley-desván", aplicada a ese caso, no lo había sido a los anteriores porque nadie se acordó de ella o porque no interesó. Tampoco va a ser aplicada a los casos posteriores".

    Ello nos llevaría a preguntarnos hasta que punto el reiterado incumplimiento de una norma que excepcionalmente viene a aplicarse a un caso concreto, no podría implicar un fraude a la ley, pues quien la aplica a un caso concreto, es porque la conoce y si conociéndola no la ha aplicado con anterioridad a otros supuestos idénticos estaría atentando al principio de igualdad y a la doctrina de no ir contra sus propios actos. El tema queda apuntado, especialmente respecto a la actuación administrativa, y sin solución generalizada.

. error iuris.

    Distinto de la ignorancia es el conocimiento defectuoso de las leyes o en otras palabras el error iuris. Concepto que es recogido como novedad en el titulo preliminar al disponer el Art. 6 que :


 "El error de derecho producir  únicamente aquellos efectos que las leyes determinen.".

    Y así a lo largo del articulado del C ci observamos que el error de derecho es tenido en cuenta :


+ en el matrimonio putativo.


+ en la posesión de buena fe (433) y sus efectos (451)


+ en las plantaciones, construcciones y obras de buena fe.


+ en la partición con uno que se creyó heredero.


+ en el pago de buena fe al poseedor de un crédito.


+ en la consignación en caso de pretensión múltiple de cobro.

. iura novit curia.

    Si bien el destinatario de las normas jurídicas es la comunidad entera, existe un especial deber de conocimiento por parte de los funcionarios públicos y especialmente los Jueces y Magistrados. Así aparece el principio iura novit curia recogido en el Art. 1 p 7 al decir que:


"Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los asuntos de que conozcan ateniéndose al sistema de fuentes establecido.".

    Si bien por la naturaleza de las normas jurídicas este principio no afecta igual a las contenidas en la Ley que a las contenidas en la costumbre, pues el Art. 1 p 3 exige que la costumbre sea probada con lo que no se puede exigir al juez su conocimiento.

EXCLUSIÓN DE LA LEY.

. define y separa de renuncia de derechos.

      La exclusión o renuncia de ley es la derogación en su vigencia de una norma legal, derogación que es querida por la voluntad de los particulares y cuyos efectos tienes por consecuencia la inexistencia inter partes de la norma que se ha excluido. Esto la diferencia de la renuncia de derechos, que presuponiendo la vigencia de la norma comporta la inaplicación de sus efectos al particular que los renuncia.

      La diferencia esta recogida, ad exemplum, en sede de sucesiones donde se prohíbe la renuncia anticipada (o exclusión de ley) pero no la posterior (renuncia a los derechos que la ley concede).

      La firme decisión de eludir las normas legales tiene marcado arraigo en la vida jurídica española y así Del Molino (Repertorium fororum et observatiam Regni Aragonum) ya recogida en 1585 el aforismo aragonés "Pactos rompen leyes". En la misma línea la novísima Recopilación (3,4,4) se refería a que "las leyes se obedecen pero no se cumplen" y Álvarez Posadilla (Comentario a las Leyes de toro Págs. 218 y siguientes) enseñaba en 1796 que "voluntad hominis facit cessare voluntatem legis".

      También en la práctica notarial, a partir del siglo XVII se convierten en cláusulas de estilo las renuncias a la ley: primero se incluía en los contratos una renuncia individual de la ley que en concreto estorbaba, con el pacto de lo contravenir lo pactado aunque este pacto fuera nulo. Luego acostumbraba a añadirse una renuncia general a las leyes que se opongan al contenido del instrumento. Acto seguido se incluía una renuncia general o especial de la leyes o de cualquier ley, prohibitiva o sancionadora de la renuncia llegando incluso a la llamada "renunciatiatio omnis legis auxili". Por último se corroboraba lo pactado con el juramento del renunciante y a mayor abundamiento se le hacia jurara que renunciaba también a las leyes que prohibían tal juramento.

      La renuncia a la ley aplicable es inadmitida por primera vez en sede de jurisprudencia en virtud de la sentencia del TS de 17 de Enero de 1857 en la que se dice que "las leyes prohibitivas no son consideradas generalmente renunciables y que aun siendo verdaderos privilegios no siempre son susceptibles de renuncia sin permisión expresa de la ley".

      Hoy tiene interés en derecho positivo La ley 8 de la Compilación Navarra según la cual:


"En razón de la libertad civil, esencial en el Derecho navarro, las leyes se presumen dispositivas.".

      Y el mismo criterio hay que seguir en derecho común, donde las leyes solo se integraran en el ius cogens cuando ellas mismas prohíban su exclusión (por ejemplo el Art. 1476) o cuando dicha exclusión resulte contraria al interés o al orden público o perjudicial para tercero.

Y RENUNCIA DE DERECHOS.

-------------------------------------------------------

. define y clases.

. caracteres.

. irrenunciabilidad.

. efectos.

-------------------------------------------------------

. define y clases.

       Podemos definirla como la dejación o abandono de un derecho por parte de su titular sin transmitirlo a otra persona, y es posible distinguir entre:


+ una renuncia abdicativa en la que se abandona un derecho adquirido.


+ preventiva en la que se abandona un derecho deferido.


+ recognoscitiva en la que se abandona un derecho dudoso, en litigio.

. caracteres.

1) Es un negocio dispositivo.

2) Abstracto según cierto sector doctrinal.

3) unilateral.

4) irrevocable.

5) Es posterior al nacimiento del derecho que se renuncia. La sentencia del TS de 22 de Marzo de 1994, estudio un contrato de arrendamiento, anterior a la promulgación de la ley que los rige y en el cual el arrendatario renunciaba al derecho de traspaso (no reconocido hasta la legislación especial del año 46) y sentó que:


"...es doctrina reiterada de esta Sala, proclamada en casos análogos al aquí enjuiciado, la que no es dable renunciar a un derecho a la sazón inexistente, puesto que este surgió de una disposición legal posterior a la celebración del contrato y que la renuncia de derechos no puede inferirse a otros que los reconocidos por la legislación vigente al tiempo de realizarse aquella, pero no a los establecidos y regulados en la legislación posterior (Sentencias de 24 febrero y 10 marzo 1951, 18 diciembre 1952 y 21 enero 1965).".

6) Tiene que ser indubitada, habiendo declarado al respecto el TS que:


a) la renuncia debe manifestarse en forma clara, explícita y terminante (20 de Diciembre de 1960, 7 de Diciembre de 1963, 4 de Mayo de 1976, 2 y 4 de Noviembre de 1981 y 26 de Septiembre de 1983).


b) Que aun cuando cabe la renuncia tacita, debe deducirse de actos que demuestren de forma indubitada e inequívoca la voluntad renunciativa (4 de Octubre de 1962, 10 de Diciembre de 1966, 4 de Octubre de 1968, 22 de Enero de 1974, 26 de Septiembre de 1983 etc.).


c) Que no es licito extraerla de expresiones de dudosa significación ni menos aun de párrafos fragmentarios, separados de un todo armónico integrante de un documento público o privado (17 de Noviembre de 1931, 23 de Enero y 25 de Mayo de 1974 entre otras.).


d) Que para tener efectividad no debe de incluir ningún condicionante (TS 24 de Octubre de 1991).

. irrenunciabilidad.

   Dice el Art. 6 p 2 del C ci que:


"La exclusión voluntaria de la ley aplicable y la renuncia a los derechos en ella reconocidos solo ser n validas cuando no contraríen el interés o el orden publico ni perjudiquen a terceros.".

      Y entre los derechos irrenunciables cabe citar:


1) Los inherentes a la persona.


2) Los inherentes a la función que se desempeña.


3) La aptitud para adquirir derechos.


4) La legitima futura, Art. 816.


5) la acción procedente del dolo, Art. 1.102.


6) el derecho de prescribir para lo sucesivo, Art. 1.935 etc.

. efectos.

      Finalmente y por lo que se refiere a los efectos el más general es la perdida del derecho por parte del titular renunciante, pero como reglas especiales citaremos:


1) Si se renuncia a un derecho filial este revierte al titular de la propiedad residual.


2) Si se renuncia a una cuota en la cotitularidad esta acrece a los comuneros (pese a la opinión de González Palomino que entiende que en este caso los copropietarios adquieren por ocupación.


3) Si se renuncia a un bien mueble este se convierte en res nullius, susceptible de ser adquirido por ocupación.


4) Si se renuncia un bien inmueble: La Dirección General en resolución de 8 de Julio de 1920 declaro vigente la Ley de Mostrencos de 1.835, entendiendo que dicha ley concede al Estado mas que un derecho de dominio, una facultad de apropiación protegida por una acción reivindicatoria con arreglo a las leyes comunes. Y esta solución se ha visto plasmada en el artículo 21 de la Ley de Patrimonio del Estado. en consecuencia los particulares parece que solo podrán adquirir los bienes inmuebles por usucapión pero no por ocupación.

LA NULIDAD COMO SANCIÓN GENERAL.

-------------------------------------------------------

. Art. 6. p 3.

. ipso iure, no inexistencia, parcial.

-------------------------------------------------------

. Art. 6. p 3.


“Los actos contrarios a las normas imperativas y a las prohibitivas son nulos de pleno derecho salvo el caso que en ellas se establezca un efecto distinto para el caso de contravención.".

    Nulidad que afecta tanto a los actos como a los hechos jurídicas de cualquier especie, aunque no constituyan negocios jurídicos ni declaraciones de voluntad.

       Sin embargo no siempre la contravención de una norma jurídica lleva consigo la sanción de nulidad pues como dice la Sentencia del TS de 29 de octubre de 1990, el Art. 6 p 3;


"....se limita a formular un principio jurídico de gran generalidad, que debe ser interpretado, no con criterio rígido, sino con criterio flexible, por lo que no es posible admitir que toda disconformidad con una ley cualquiera haya de llevar siempre consigo la sanción extrema de la nulidad y que el artículo 6-3 no puede aplicarse indiscriminadamente como determinante de la nulidad, sino que hay lugar a clasificar los actos contrarios a la ley en tres distintos grupos:


1) Aquellos cuya nulidad se funda en un precepto especifico y terminante de la ley que así lo imponga, siendo obvio que la nulidad ha de decretarse entonces, incluso de oficio.


2) Actos contrarios a la ley, en los que la Ley misma disponga, a pesar de ello, su validez, de bien entonces reconocérsele validez a tales actos "contra legem".


3) Actos que contraríen o falten a algún precepto legal, sin que éste formule declaración alguna expresa sobre su nulidad o validez, debiendo entonces el Juzgador extremar su prudencia en uso de una facultad hasta cierto punto discrecional, analizando para ello la índole y finalidad del precepto legal contrariado y la naturaleza, móviles, circunstancias y efectos previsibles de los actos realizados, para concluir declarando válido el acto, pese a la infracción legal, si la levedad del caso así lo permite o aconseja y sanción índole con la nulidad si mediante trascendentales razones que patenticen al acto como gravemente contrario a la Ley, la moral o el orden publico (SS 28 Julio 1986 y 17 Octubre 1987).".

       La sanción pues de nulidad esta limitada por el carácter imperativo del precepto violado y por las normas especiales que la ley de para cada caso concreto.

. ipso iure, no inexistencia, parcial.

Además no conviene olvidar;


a) Que la nulidad se produce ipso iure, como dice De Castro los actos y contratos contrarios a la ley son nulos de por si, sin que se requiera declaración judicial previa al respecto y es obligación de los funcionarios públicos de toda clase el negarles cualquier cooperación en su desenvolvimiento.

No obstante cuando el acto nulo este protegido por una apariencia jurídica como es la intervención de funcionario o la inscripción en un registro público, se precisara para destruirlo la oportuna declaración.


b) Que la nulidad no equivale a la inexistencia pues solo excluye las consecuencias favorables al infractor no las derivadas de la ilicitud del propio acto como la pena o la indemnización de daños o las que sirven de apoyo a la buena fe de un tercero.


c) Que es posible decretar la nulidad parcial cuando la imperatividad de la ley se dirija solo hacia uno de los aspecto recogidos en el acto o contrato declarado nulo.

EL FRAUDE A LA LEY.

. Art. 6 p 4.


"Los actos realizados al amparo del texto de una norma que persigan un resultado prohibido por el ordenamiento jurídico o contrario a él se consideraran ejecutados en fraude de ley y no impedir n la debida aplicación de la norma que se hubiera tratado de eludir.".

       Y De Castro lo define como el acto cuyo resultado esta prohibido por una ley, pero que se ampara en otra con distinta finalidad.

       Diez Picazo critica del precepto el que no matice suficientemente la circunstancia de que el amparo de la ley para que se produzca el fraude no debe significar una protección suficiente, pues si así fuera se produciría no un fraude sino un choque de leyes que habría de solucionarse atendiendo a su jerarquía.

       En cuanto a los efectos Cossio y Gullon hacen notar que la declaración de fraude no implicara necesariamente la nulidad del acto, sino simplemente su pleno sometimiento a la ley defraudada, aunque si resulta ser contrario a ella, se impondrá  naturalmente dicha nulidad.

       El ha declarado el sentencia de 14 de Febrero de 1986 que el fraude de ley supone falta de buena fe.

LA ENTRADA EN VIGOR Y CESACIÓN DE LAS NORMAS.

-------------------------------------------------------

. vigor, Art. 2 p 1.

. cesación, Art. 2 p 2.
. ¿cabe una interpretación derogatoria?.
. derogación de las normas de desarrollo.

. acuerdo inter partes para aplicar una ley derogada.
-------------------------------------------------------

. vigor, Art. 2 p 1.


"Las leyes entrar en vigor a los veinte días de su completa publicación en el Boletín Oficial del Estado, si en ellas no se dispone otra cosa.".

Para el computo no debe incluirse el día de la publicación, pero si los días inhábiles pues se trata de un computo civil y no procesal.

       El último de los veinte días debe de transcurrir por entero (TS 4 de Febrero de 1960).

       Finalmente remarcar que esta forma de entrada en vigor es aplicable no solo a las leyes sino a cualquier disposición legal, siempre (dice Vázquez Iruzubieta) que no se trata de una circular de gobierno interno, en cuyo caso existen otras modalidades para hacer conocer su existencia y vigencia.

. cesación, Art. 2 p 2, requisitos.

    Sigue diciendo el precepto en su párrafo 2:


"2. Las leyes solo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá  el alcance que expresamente se disponga y se extender  siempre a todo aquello que en la ley nueva, sobre la misma materia, sea incompatible con la anterior. Por la simple derogación de una ley no recobran vigencia las que esta hubiere derogado.".

    El TS tiene determinados los requisitos para que exista derogación tacita en su sentencia de 31 de Octubre de 1996 (A.7727) al analizar la posible derogación tacita de la Ley de Arrendamientos Urbanos (cuando en su redacción de 1964 establecía como causa de resolución la fusión de sociedades y la Ley de Ordenación del Seguro Privado de 25 de Julio de 1989 que reconoce el derecho de las sociedades de Seguros a fusionarse libremente y en dicha sentencia declara que la derogación tácita exige;


"...la concurrencia de los requisitos de igualdad de materia en ambas leyes, identidad de destinatarios y de contradicción e incompatibilidad entre los fines de ambas normas.".

. ¿cabe una interpretación derogatoria?.

    Solo cabe pues una derogación expresa o tácita por otra norma posterior, pero no por cualquier otra vía, disentimos del profesor De Castro cuando afirma (Derecho civil de España, Tomo I p g. 528) que existe una:
"...interpretación derogatoria (interpretatio abrogans) cuando la disposición conforme a su fin no puede aplicarse en un momento dado o en determinadas circunstancias nuevas y excepcionales y debe entenderse suspendida su aplicación o tácitamente derogada.".

       También Diez Picazo y Gullon se inclinan por esta tesis "cuando del resultado de la misma (la interpretación) se llegue a la conclusión de que es inaplicable por ser incompatible con otras normas o con el sistema.".

       El resto de los autores bajo la calificación de "interpretatio abrogans" comprenden casos de derogación tacita por leyes posteriores y no de inaplicación de una ley por circunstancias sobrevenidas.

       Sin embargo estos supuestos deben limitarse por cuanto, como recuerda la sentencia de 8 de Marzo de 1982;


"la utilización del elemento sociológico en la interpretación normativa exige que a su través no se llegue a inaplicar la ley o a modificarla...".

       Hay derogación tacita cuando una norma posterior en el tiempo resulta incompatible con otra anterior, pero pueden surgir problemas cuando en una misma disposición normativa dos de sus preceptos resulten incompatibles entre si y trascribiendo a Castan (que se refiere al caso de concurrencia de normas, sin puntualizar mas en su Derecho civil Español común y foral. Tomo I Vol. I Edición. 8ª p g. 366);


"cuando la contradicción es absolutamente irreductible, no hay más remedio que hacer uso de los que la doctrina viene llamando interpretatio abrogans. El intérprete ha de tener por no escrita entre las disposiciones antagónicas, aquella que represente una desviación de los principios generales o bien (según formula muy generalizada hoy) ha de tener por anuladas, recíprocamente, las disposiciones que se contradicen y reputar, por ende, que se esta en el caso de una laguna de ley.".

. derogación de las normas de desarrollo.

       Hay también derogación tacita respecto de las normas que desarrollaban la ley derogada declarando la sentencia del TS de 10 de Mayo de 1980, que;

"..... sabido es que el espíritu derogatorio de una ley ha de alcanzar, si la nueva no dispone expresamente lo contrario, a las disposiciones de inferior rango dependientes de la derogada, como lo son las aclaratorias, complementarias o dictadas para ejecución de la misma.".

. acuerdo inter partes para aplicar una ley derogada.

       Finalmente nos ocuparemos del problema de la posible aplicación de una ley derogada por acuerdo expreso de las partes, al respecto dice Carlos Vázquez Iruzubieta (Doctrina y Jurisprudencia del código civil. 3ª Edición. Pág. 28);


"Ante la cuestión de si una ley derogada puede servir a las partes como norma reguladora de un contrato, se suele contestar en sentido negativo (Batlle Vázquez)....".

       No obstante el citado autor se inclina por pronunciarse favorablemente cuando las normas, ya derogadas, que aceptan las partes y a las que se someten no fueran de carácter imperativo ni afectasen al orden público, pues en tal caso lo que hacen no es poner en vigor de nuevo la antigua ley con carácter general, sino convertir su contenido en cláusulas contractuales, validas al amparo del Art. 1.255.
DERECHO INTERTEMPORAL O TRANSITORIO.
. define.

Llamados por los alemanes Derecho intertemporal podemos definir el derecho transitorio como el conjunto de reglas destinadas a determinar la eficacia de la ley en el tiempo, o lo que es igual a resolver los conflictos que puedan ocurrir entre la ley nueva y la anterior derogada por ella, adoptante los preceptos de la ley nueva a los estados de Derechos nacidos al amparo de la ley anterior;
El estudio de la retroactividad viene dificultado por el carácter equivoco de la expresión, así la moderna doctrina distingue distintos grados :
1) retroactividad de grado máximo: la nueva ley se aplica a la relación jurídica anterior y a todos sus efectos.
2) Retroactividad de grado medio: la nueva ley se apli​ca a efectos nacidos ya durante la vigencia de la ley derogada pero solo cuando hayan de ejecutarse después de estar vigente la nueva ley (así se pac​ta un interés que supera el tope legal establecido después únicamente valdrá el máximo legal para las cantidades no pagadas todavía pero que estén venci​das.).
 3) Retroactividad mínima: la nueva ley se aplica solo a los efectos de la relación que nazca después de entrar en vigor la nueva ley.
. teorías principales.

1) Savigny: Separa las normas que se refieren a la adqui​sición de derechos o lo que es igual a la conjunción de una facultad con una persona que en ningún caso tendrán la consideración de retroactivas y las normas que afectan a la existencia o inexistencia de una institu​ción jurídica o bien su modo de ser o su duración en cuyo caso existiera siempre retroactividad.
 2) Teoría del derecho adquirido.
Separa así derecho, adquirido de las meras expectativas, considerando que solo el primero ha de ser regulado por la ley antigua ya que solo él se ha integrado definitiva​mente en el patrimonio.

La critica a esta teoría se funda en la dificultad de fijar el concepto de derecho adquirido separándolo de simples expectativas y por otro lado porque se protegen en la retroactividad hechas jurídicos que no constituyen derechos (como los testamentos que no constituyen derecho antes de abrirse ) y por el contrario se tiran por el suelo derechos adquiridos (abolición de determinado tipo de prestaciones).
3) teoría del hecho Jurídico Cumplido.
Parte de que la ley nueva no puede regular hechos ya realizados bajo la precedente. Pero no están de acuerdo sus mantenedores respecto a si la nueva afec​ta o no a las consecuencias ulteriores de esos hechos realizados bajo el imperio de la ley anterior. Ferrara entiende la irretroactividad en su sentido mas riguroso y sin restricciones. Su teoría descan​sa sobre la regla de que el tiempo rige lo hecho. To​do hecho jurídica esta regulado en cuano a sus efec​tos pasados, presentes y futuros por la ley del tiempor en que el hecho fue jurídicamentecumplído salvo el caso de que la ley nueva excluya en majpror o me​nor grado la eficacia del ordenamiento jurídico an​tiguo.
4) Houbier.
Distingue entre el efecto inmediato de la ley y el efecto retroactivo. Los segundos los tendrá cuando afecte a hechos pasados y a efectos pasados. El efec​to inmediato se producirá cuando afecta a efectos futuros de hechos pasados.
Por respeto a la voluntad privada excluye el efecto inmediato de la nueva ley sobre los contratos en cur​so
RETROACTIVIDAD E IRRETROACTIVIDAD DE LAS LEYES.
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. normas.

      La constitución en su Art. 9-3º garantiza la irretroactividad  de las disposiciones sancionadoras, no favorables, o restrictivas de derechos individuales, y el Código Civil en su Art. 2 dispone que:


"Las leyes no tendrán efecto retroactivo si no dispusieren lo contrario.".

      Y el Código Penal en su Art. 24 declara que las leyes penales tiene efecto retroactivo en cuanto favorezca al reo de un delito o falta aunque al publicarse aquellas hubiese recaído sentencia firma y el condenado estuviese cumpliendo condena.

. retroactividad tácita.

      De Castro cita sin embargo como disposiciones que por su mismo carácter implican normalmente un tácito efecto retroactivo, las siguientes:


a) Las disposiciones interpretativas que se consideran vigentes desde la misma fecha que la norma por ellas interpretada.


b) Las Complementarias o ejecutivas, estimadas como mero desarrollo de la ley principal.


c) Las de estricto carácter procesal, las cuales, como adjetivas y creadoras del proceso, se aplican normalmente a los procedimientos en curso.


d) Las disposiciones que condenan como incompatibles con sus fines situaciones anteriormente constitutivas.


e) Las que tengan como objeto establecer un régimen general y uniforme, por cuanto que solo concediéndoles retroactividad se puede conseguir la unificación buscada.

. separa de la retroactividad de acto administrativo.

      También respecto a los actos administrativos, el principio general es la irretroactividad, disponiendo sin embargo el Art. 57 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común (Ley 30/92 de 26 de Noviembre) en su número 3º, que;


"Excepcionalmente, podrá  otorgarse eficacia retroactiva a los actos cuando se dicten en sustitución de actos anulados, y, asimismo, cuando produzcan efectos favorables al interesado siempre que los supuestos de hecho necesarios existieran ya en la fecha a que se retrotraiga la eficacia del acto y esta no lesione derechos o intereses legítimos de otras personas.".

      Hay sin embargo casos en que un acto puede revestir los caracteres de disposición de carácter general, pensemos por ejemplo en una ley que habilita para cobrar un impuesto pero que deja en manos de los írganos competentes para gestionarlo el fijar las reglas conforme a las cuales han de determinarse las bases aplicables. Si estas reglas son elaboradas incorrectamente y por tanto los tribunales las dejan sin efectos, aquellas que las sustituyan ¿podrán tener efecto retroactivo?. Evidentemente si pues no son "normas", sino "actos administrativos" de carácter general.

SISTEMA DE NUESTRO CÓDIGO.

El régimen de la retroactividad en el a ci viene dada por lo dispuesto en el Art. 2 ante visto.
En materia de disposiciones transitorias, la primera edición del código que empezó a regir el 1 de mayo de 1889 solo contenía una generalísima disposición colocada en el Art. 1976 que decida que las variaciones que perjudiquen a derechos adquiridos no tendrán efecto retroactivo.
Se puso posteriormente de manifiesto en las Cámaras la insuficiencia y vaguedad de esta declaración y la Comisión de códigos reconociendo lo razonable de la censura añadió a la edición reformada del c ci 13 disposiciones transitorias, de entre las cuales las cuatro primeras que son las que aun hoy pudieran tener algún valor siquiera orientativo dicen:
Las variaciones introducidas por este código que perju​diquen derechos adquiridos según la legislación civil anterior no tendrán efecto retroactivo. Para aplicar la legislación que corresponda en los ca​sos que no están expresamente determinados en el códi​go se observaran las reglas siguientes:
1) Se regirán por la legislación anterior al código los derechos nacidos, según ella, de hechos realizados bajo su régimen, aunque el código los regule de otro modo o no los reconozca. Pero si el derecho apareciere decía dado por primera vez en el código, tendrá efecto desde luego, aunque el hecho que lo origine se verificara ba​jo la legislación anterior, siempre que no perjudique a otro derecho adquirido, de igual origen.
2) Los actos y contratos celebrados bajo el régimen de la legislación anterior, y que sean validos con arreglo a ella, surtirán todos sus efectos según la misma, con las limitaciones establecidas en estas reglas. En su consecuencia, serán validos los testamentos aunque sean mancomunados, los poderes para testar y las memorias testamentarias que se hubiesen otorgado o escrito antes de regir el código, y producirán su efecto las cláusulas ád-cautelam, los fideicomisos para, aplicar los bienes según instrucciones reservadas del testador, y cua​lesquiera otros actos permitidos por la legislación pre​cedente; pero la revocación o modificación de estos actos o de cualquiera de las cláusulas contenidas en ellos no podrá verificarse, después de regir el código, sino testando con arreglo al mismo.
3) las disposiciones del código que sancionan con pena​lidad civil o privación de derechos actos u omisiones que carecían de sanción en las leyes anteriores, no son aplicables al que, cuando estas se hallaban vigentes, hubiese incurrido en la omisión o ejecutado el acto prohibido por el código.
Cuando la falta este también penada por la legislación anterior, se aplicara la disposición mas benigna.
4) Las acciones y los derechos nacidos y no ejercitados antes de regir el código subsistirán con la extensión y en los términos que les reconociera la legislación precedente; pero sujetándose, en cuanto a su ejercicio, duración y procedimientos para hacerlos valer, a lo dispuesto en el código, y el ejercicio del derecho o de la acción se hallara pendiente de procedimientos ofi​ciales empezados bajo la legislación anterior, y estos fueren diferentes de los establecidos por el código, po​drán optar los interesados por unos o por otros .". Las siguientes disposiciones transitorias hasta la décimo tercera carecen ya de valor en nuestros días y solo por vía de remisión a las mismas podrán aplicarse en algún supuesto, cuando la ley coetánea no contuviera disposiciones transitorias.
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